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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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TEMAS:
DEBIDO PROCESO / LA DEFENSA TÉCNICA COMO COMPONENTE DE ESTE DERECHO / LEGITIMACIÓN DE LAS PERSONERÍAS MUNICIPALES PARA INTERPONER LA ACCIÓN DE TUTELA.
Dispone el artículo 46 del Decreto 2591 de 1991, que el Defensor del Pueblo puede, “sin perjuicio del derecho que le asiste a los interesados, interponer la acción de tutela en nombre de cualquier persona que se lo solicite o que esté en situación de desamparo e indefensión”.

La Corte Constitucional, en sentencia T-119-12 frente al tema expuso lo siguiente:

En suma, la acción de tutela puede ser promovida, entre otros, por el Defensor del Pueblo o los personeros municipales, caso en el cual se entiende que actúan como agentes oficiosos para salvaguardar los derechos fundamentales de quienes no pueden acceder a la administración de justicia por sus propios medios. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha exigido el cumplimiento de dos requisitos que se enuncian a continuación para la configuración de la agencia oficiosa: “i) la necesidad de que el agente oficioso manifieste explícitamente que está actuando como tal, y (ii) que el titular de los derechos invocados no se encuentre en condiciones para instaurar la acción de tutela a nombre propio”. (…)
El artículo 29 superior, señala que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

Como componentes de dicha garantía se encuentra la defensa técnica, entendida esta como el derecho a contar en todas la etapas del proceso con la asesoría profesional que se requiera y así lo establece el artículo 1º, 2º, 5º y 13º de la Constitución Nacional.  

Respecto al derecho que tiene todo individuo de contar con una adecuada defensa judicial, al margen de no contar con recursos para asumir los costos de este servicio, se tiene que la Defensoría del Pueblo debe asumir dicha carga, pues así lo prevé la Constitución y la Ley.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintidós de agosto de dos mil diecinueve
Acta N° 0         22 de agosto de 2019
Procede la Sala Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por la Defensoría del Pueblo contra la sentencia proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía el día 25 de junio de 2019, dentro de la acción de tutela que le promueven Gloria Eunice Palacio Cano y Julieta Serna Hoyos.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:
Informa la doctora Gloria Eunice Palacio Cano, Personera de Quinchía, que un sin número de presos de ese municipio se encuentran recluidos en la cárcel de Anserma en calidad de sindicados, sin que se le haya dado continuidad a sus procesos debido a la falta de defensa técnica generada en la omisión de la Defensoría del Pueblo en la designación de abogados que asuman la defensa y representen los intereses de las personas vinculadas a procesos penales que no cuentan con los medios para costear los servicios de un apoderado de confianza.

Sostiene que tuvo conocimiento de que para el Circuito de Quinchía no se postuló ningún defensor público, siendo la única solución ofrecida por la Defensoría del Pueblo la contratación, por periodos cortos, de defensores que a la postre no pueden prestar el servicio de manera eficiente, pues sus contratos finalizan antes de acabar el año y retornan nuevamente pasados tres meses del siguiente periodo, quedando desprotegidos los usuarios quienes han tendido que acudir a diversos medios de protección para lograr la designación de un defensor que los asista en juicio.
Afirma que los profesionales contratados bajo esta modalidad solo están facultados para asumir audiencias preliminares en capturas en flagrancia y la asistencia a audiencias programadas con 15 días de antelación, lo cual indica que solo participaran en estos actos pero no se apersonarán de la representación durante la totalidad del proceso penal.
Precisa que con la omisión en que incurre la Defensoría del Pueblo al no designar defensores públicos para representar a la población carcelaria, se quebranta el artículo 4º de la Ley 945 de 2005, motivo por el cual han tenido que suspender audiencias, afectando con ello el derecho a la libertad de las personas, el derecho a la igualdad, a la defensa y al debido proceso 

Respecto a la designación de defensor público en otras áreas, refiere que fue designada una abogada que adelantó un buen número de asesorías, pero quedó  pendiente la iniciación y presentación de  varios procesos debido a que el contrato de dicha funcionaria fue solo por tres meses lo que dejó sin asesoría y posibilidad de defenderse a las personas de escasos recursos del municipio.

Es por todo lo anterior que, con el fin de que se protejan los derechos fundamentales antes mencionados, solicita que la Defensoría del Pueblo designe Defensores Públicos para el municipio de Quinchía con el fin de que atiendan los asuntos penales y los que se presenten en otras áreas.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Único Promiscuo Municipal de Quinchía el cual, luego de admitirla corrió traslado por dos (2) días a la parte accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa.

Mediante escrito de fecha 17 de junio del año que corre, la entidad accionada se pronunció señalando que se encuentra en el proceso de contratación de los abogados que ocuparon las plazas ofertadas en el marco del proceso de selección de defensores públicos 2019, de acuerdo con lo establecido en la resolución 084 de 2019, en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y Decreto 1082 de 2015 en materia de contratación estatal.
Frente a la procedibilidad de la acción de tutela, señaló que este no era el mecanismo para ventilar el asunto puesto en consideración del juez constitucional, pues no se ha concretado la afectación de garantías fundamentales a la que hace alusión la demanda.
Finalmente, luego de hacer un breve recuento normativo relacionado con su naturaleza jurídica y las funciones asignadas por la Constitución Nacional, hizo alusión al proceso de selección que adelanta para la contratación de defensores públicos el cual se encuentra surtiéndose en aras de proveer de estos profesionales a las diferentes Distritos Judiciales del país. 
En providencia de fecha 25 de junio de 2019, el juez de la causa tuteló los derechos fundamentales a la defensa técnica, debido proceso y acceso a la administración de justicia de los usuarios de los juzgados pertenecientes al circuito Judicial de Quinchía.

Para arribar a esta decisión el juzgado analizó la conducta de la Defensoría del Pueblo, encontrando que la Carta Política asignó a esa entidad la organización y dirección de la defensoría Pública, la cual debe prestarse a las personas en imposibilidad económica para asumir la defensa en sus intereses, por lo que el hecho de que a la fecha se hayan contrato dos profesionales para ejercer esta función en el municipio de Quinchía, pero que no cuenten con acta de inicio, es una omisión de la accionada que atenta contra las garantías fundamentales de quienes requieren sus servicios, especialmente de la población privada de la libertad.
Encontró además el a quo que no existe evidencia del plan de contingencia que anunció la entidad, pues de haber sido así no habrían sido aplazadas 30 diligencias en los diversos juzgados.  Así mismo señaló que la ausencia de defensores no puede ser suplida con los abogados litigantes bajo la figura del amparo de pobreza, pues en el municipio solo ejercen la profesión de manera permanente dos abogados que ya cuentan con un alto número de asuntos a su cargo.
Inconforme con la decisión la defensoría del pueblo cuestionó la imparcialidad del funcionario de primer grado, pues estima que tenía intereses en la decisión, dado que ésta incidía directamente en el despacho a su cargo.
Así mismo insiste en la ausencia del riesgo o vulneración a la que se hace alusión en el libelo inicial y a la afectación de derechos fundamentales por parte de esa entidad, en tanto que ha obrado conforme a las disposiciones contractuales que rigen el asunto, encontrándose, para el momento en que se presentó la acción, en el perfeccionamiento de las designaciones y contratos de los profesionales que ejercerían el respectivo cargo, lo cual se configura en una carencia actual del objeto por hecho superado.

Por último presentó escrito de cumplimiento de la orden constitucional, acreditando la designación de tres profesionales contratadas para el municipio, quienes ya se encuentran ejerciendo sus funciones ante la administración de justicia y los usuarios.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Tenía interés directo el a quo  en la designación de los defensores públicos del municipio?
¿Se configuró el hecho superado en el presente asunto?

Antes de abordar los interrogantes formulados, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

2. DE LA AGENCIA OFICIOSA DEL PERSONERO MUNICIPAL.

Dispone el artículo 46 del Decreto 2591 de 1991, que el Defensor del Pueblo puede, “sin perjuicio del derecho que le asiste a los interesados, interponer la acción de tutela en nombre de cualquier persona que se lo solicite o que esté en situación de desamparo e indefensión”.
La Corte Constitucional, en sentencia T-119-12 frente al tema expuso lo siguiente:

En suma, la acción de tutela puede ser promovida, entre otros, por el Defensor del Pueblo o los personeros municipales, caso en el cual se entiende que actúan como agentes oficiosos para salvaguardar los derechos fundamentales de quienes no pueden acceder a la administración de justicia por sus propios medios. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha exigido el cumplimiento de dos requisitos que se enuncian a continuación para la configuración de la agencia oficiosa: “i) la necesidad de que el agente oficioso manifieste explícitamente que está actuando como tal, y (ii) que el titular de los derechos invocados no se encuentre en condiciones para instaurar la acción de tutela a nombre propio”

3. Causales de impedimento en las acciones de tutela.
Buscando que las decisiones proferidas por los jueces constitucionales sean adoptadas con imparcialidad, transparencia e independencia, el legislador previó dentro del marco normativo del Decreto 2591 de 1991 la improcedencia de la recusación en tanto que determinó la obligación del funcionario de declarar su impedimento en el evento que concurran las causales de impedimento previstas en el Código de Procedimiento Penal, los cuales deben entenderse como una garantía, no solo de la observancia del debido proceso, sino de la actuación integra y recta de los operadores judiciales en sede constitucional.  
Es así entonces que el artículo 56 del Código de Procedimiento Penal, establece como una casal de impedimento “que el funcionario judicial, su cónyuge o compañero permanente, o algún pariente suyo dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, tenga interés en la actuación procesal”
Sobre el interés a que hace referencia la norma, la Corte Constitucional, en sentencia T-305-2017 trajo a colación la posición de la Corporación así:

“En relación con la primera causal alegada por el accionante, en el sentido de que el funcionario judicial tiene interés en la actuación procesal, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha establecido lo siguiente:
“El "interés en el proceso", debe entenderse como aquella expectativa manifiesta por la posible utilidad o menoscabo, no sólo de índole patrimonial, sino también intelectual o moral, que la solución del asunto en una forma determinada acarrearía al funcionario judicial o a sus parientes cercanos, y que, por aparecer respaldada en serios elementos de juicio, compromete la ponderación e imparcialidad del juzgador, tornando imperiosa su separación del conocimiento del proceso.
Por lo anterior, el interés que causa el impedimento tiene que ser real, existir verdaderamente. No basta la afirmación que haga un Magistrado a su arbitrio, pues de aceptarse ese proceder, la posibilidad de apartarse del conocimiento de un caso quedaría sometida solamente a la voluntad del juez o magistrado.
Por lo tanto, se trata de establecer "si la intervención del juez recusado o impedido en el caso concreto implicaría la obtención de un provecho, utilidad o ganancia, para sí, para su cónyuge o compañero permanente, o para sus parientes; o si el Juez, su cónyuge o compañero permanente, o alguno de sus parientes en el rango que establece la ley, profesa un sentimiento respecto de alguno de los sujetos procesales, con suficiente intensidad para hacerle inclinar su ánimo; o si existe un interés creado por otro tipo de circunstancias que permita vislumbrar la ausencia de ecuanimidad".

4. DEL DEBIDO PROCESO

El artículo 29 superior, señala que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

Como componentes de dicha garantía se encuentra la defensa técnica, entendida esta como el derecho a contar en todas la etapas del proceso con la asesoría profesional que se requiera y así lo establece el artículo 1º, 2º, 5º y 13º de la Constitución Nacional.  
Respecto al derecho que tiene todo individuo de contar con una adecuada defensa judicial, al margen de no contar con recursos para asumir los costos de este servicio, se tiene que la Defensoría del Pueblo debe asumir dicha carga, pues así lo prevé la Constitución y la Ley.  Al respecto, la Corte Constitución en la Sentencia T-471-03 señalo:

“En ese orden de ideas vale recordar que la Constitución Política le asigna al defensor del pueblo la promoción, el ejercicio y la divulgación de los derechos humanos, y que entre sus funciones se encuentran la organización y la dirección de la defensoría pública, en los términos que señale la ley.
Aspectos estos desarrollados por las Leyes 24 de 1992 y 600 de 2000, como también por el Decreto Ley 196 de 1971 y el artículo 4° de la Ley 228 de 1995, al punto que -como pasa la Sala a explicarlo- la Defensoría demandada, debe administrar debidamente los recurso con que cuenta para que en todo tiempo cumpla como corresponde su función constitucional.”
5. CASO CONCRETO
Lo primero que debe señalarse es que la Defensoría del Pueblo, a través de los Defensores Públicos está legitimada para impetrar acciones constitucionales en nombre de las personas que lo soliciten o en condiciones de indefensión, de conformidad con lo previsto en el artículo 46 del Decreto 2591 de 1991.

Si bien en el presente caso las personeras de los municipios de Guática y Quinchía que interpusieron las acciones constitucionales señalaron, de manera genérica, la afectación que la ausencia de defensores públicos en estos municipios ha causado a la población carcelaria, ello no es óbice para determinar los sujetos activos de la presente acción, en tanto que se entiende que se trata de las personas recluidas en el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario Anserma Caldas, cuyos procesos se encuentran tramitándose ante los Juzgados Promiscuo del Circuito y Municipales de los municipios de Guática y Quinchía, tal como lo consideró la Corte Constitucional en la Sentencia T-197-17 cuando señaló:
 “En el caso bajo examen, el Defensor Regional Nariño promueve la acción de tutela en defensa de los derechos a la vida, a la integridad personal, a la dignidad humana, al trabajo, a la salud y a la educación de los internos que se encuentran en los Establecimientos Penitenciarios y Carcelarios de Mediana Seguridad de Pasto, Ipiales, Tumaco, Túquerres y La Unión, respecto de los cuales, en criterio de esta Corporación, se considera que existe una situación de indefensión, por la dificultad que tienen para plantear directamente un conflicto que surge de una falla estructural del sistema carcelario, que genera barreras para acceder a la justicia ordinaria y obtener una pronta solución de cara a las condiciones en que se encuentran privados de la libertad. Por lo demás, se trata de personas que sí son determinables, ya que el amparo se orienta exclusivamente a las personas recluidas en dichos centros, en relación con las cuales se predica el déficit de protección en su mínimo vital de dignidad. Por ello, en la medida en que el amparo se ajusta a las labores misionales de la Defensoría del Pueblo, esta Sala considera que está plenamente acreditada la legitimación por activa”. 

En ese entendido, es necesario aclarar que la legitimación por activa en este asunto se encuentra representada solo en la población carcelaria de la EPMSC Anserma cuyos procesos se adelantan en los municipios de Quinchía y Guática y no en los usuarios de la administración de justicia, cuya individualización no resulta posible.
Clarificado lo anterior, es del caso abordar la impugnación de la entidad accionada relacionada con el interés que le asistía al juez de la causa en el presente asunto y que implica su inhabilidad para asumir la definición de la tutela propuesta.

Analizado dicho argumento, este no es de recibo pues, como se señaló líneas atrás, la afectada con la falta de defensores públicos en la región es la población carcelaria y no el Juzgado, aun cuando tal ausencia implique la suspensión y el aplazamiento de audiencias, situación que redunda en la eficiencia judicial y congestión de dicho despacho, pero que de ningún modo resultan ser parámetros suficientes para cuestionar la imparcialidad del juez constitucional. Adicionalmente, la falta de defensores públicos en la circunscripción en nada afecta las estadísticas y calificación del Despacho pues esta debe interpretarse como una situación ajena a su voluntad, que debe exponerse ante las entidades encargadas de evaluar su desempeño.
Por último, no sobra señalar que resulta extraño que la Defensoría del Pueblo alegue el interés directo del a quo a partir de la sentencia proteccionista y no desde el momento en que le fue notificada la admisión de la acción. 

En lo tocante a la tardanza de la entidad para designar defensores públicos para la circunscripción de Quinchía (Rda), es del caso precisar que no existe justificación para que habiendo finalizado el proceso de selección de tales profesionales el 24 de abril de 2019 como lo informa al momento de dar respuesta a la demanda -fl 21 vto- al 11 de junio de igual año -fecha de presentación de la acción de tutela-, no haya concluido el proceso de contratación de las tres abogadas designadas, pues para esta última data solo se encontraba en trámite el contrato de la doctora Elizabed Taborda Guevara, dado que contaba con acta de inicio, documento al que estaba condicionada la prestación efectiva del servicio y que solo se suscribió el día 18 de junio de 2019 – fl 55.

En ese sentido, razón le asistió al juez de conocimiento al amparar los derechos fundamentales cuya protección reclamaron las personeras de los municipios de Quinchía y Guática, pues tardó alrededor de dos meses para proveer a las personas privadas de la libertad de esos municipios de un defensor público que asumiera su representación ante la administración de justicia, con lo cual desatendió los postulados del artículo 282 de la Constitución y el artículo 21 de la Ley 24 de 1992 que regula el funcionamiento de la entidad.  
No obstante ello, observa la Sala que obra en el plenario el acta de inicio de los contratos celebrados con las doctora Aydee Patricia Arciniegas Mañosca y Elizabed Taborda Guevara -fls 55 vto y 61 vto-, para ejercer en el área penal como defensoras públicas en la jurisdicción de Quinchía, lo cual configura el hecho superado por carencia actual del objeto que generó la presente acción y por tal razón se revocará la decisión impugnada.
En este punto, vale la pena indicar que frente a los usuarios de la administración de justicia en áreas como civil, laboral y familia, las personeras accionantes no estaban legitimadas para accionar, pues no existe la posibilidad de individualizar la parte activa de la acción, lo cual riñe con la procedencia de la acción de tutela, en tanto que el amparo que de ella se deriva “se justifica como un medio de defensa personal y no colectivo, que responde a la violación concreta de del derecho subjetivo de una persona”
.
Sin embargo, como quiera que la entidad también perfeccionó el contrato con la doctora Miryam Adiela Marin Arboleda –fl 69- para prestar los servicios en los municipios antes referidos, en las especialidades ya mencionadas, es propio indicar entonces que la declaración de hecho superado cobija también la orden que en ese sentido impartió el juez de primera instancia, con independencia de la falta de legitimación de las accionantes para agenciar a los usuarios de los juzgados antes mencionados.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Promiscuo del Circuito de Quinchía Risaralda el 26 de junio de 2019.

SEGUNDO: DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
� Sentencia T-294 de 2004. En el mismo sentido, pueden consultarse las sentencias SU-707 de 1996, T-659 de 1998, T-414 de 1999, T-574 de 1999, T-239 de 2003, T-1020 de 2003, T-078 de 2004, T-681 de 2004, T-794 de 2004, T-095 de 2005, T-365 de 2006, T-849 de 2006, T-299 de 2007, T-703 de 2007, T-1029 de 2007, T-050 de 2008, T-573 de 2008, T-591 de 2009, T-799 de 2009 y T-961 de 2009.


� T-197-17
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